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sobre el alcohol puede servir no 
solo como medio de recauda-
ción, sino también como una vía 
para contener los costes sociales 
del alcoholismo. Pero dejando al 
margen ejemplos como estos, 
cuesta encontrar casos donde se 
utilicen impuestos correctores.

En consecuencia, parece evi-
dente que el ámbito de uso de 
los impuestos correctores solo 
cubre una parcela reducida del 
área total de las actividades, tan-
to privadas como empresariales, 
con capacidad de generar daños 
a terceros, desde conducir un 
coche hasta encender una bar-
bacoa, pasando por transportar 
petróleo o manipular una grúa 
en una obra. La lista de activida-
des donde la problemática de los 
daños potenciales a terceros no 
se aborda con impuestos correc-
tores es prácticamente ilimitada.

La forma típica en la que el 
Estado interviene para controlar 
las actividades dañosas es me-
diante políticas distintas de los 
impuestos correctores, en parti-
cular a través de la introducción 
de regulación y la exigencia de 
responsabilidad a los causantes 
por el daño causado (4). En el 
presente artículo, se traza una 
comparativa entre la responsabi-
lidad por daños y los impuestos. 
El objetivo es entender los méri-
tos relativos de la responsabilidad 
y de los impuestos en la teoría, y 
ver si ello permite explicar la 
preponderancia observada de  
la responsabilidad sobre los im-
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I.  INTRODUCCIÓN

Hace tiempo que los econo-
mistas han coincidido en 
considerar la imposición de 

gravámenes e impuestos correc-
tores como uno de los remedios 
–si no el remedio– teóricamente 
preferidos para resolver el pro-
blema de las externalidades  
negativas. Desde que fuera enun-
ciado por Pigou (1932), la aplica-
ción de un gravamen para 
corregir el daño esperado causa-
do por una actividad se ha consi-
derado un instrumento deseable 
de control de la conducta, al ser 
previsible que induzca a las par-
tes a moderar el daño causado 
haciéndolo compatible con la efi-
ciencia social (1). Los manuales y  
monografías de economía, la  
literatura disponible sobre exter-
nalidades y la tradición oral entre 
los economistas han dado por 
válido unánimemente este princi-
pio general (2).

Pero cuando se observa la 
realidad, se percibe que el uso 
de impuestos y gravámenes  
correctores es más bien restrin-
gido. El principal ámbito de apli-
cación de los tributos correctores 
es la contaminación ambiental, 
como la causada por las emisio-
nes de dióxido de carbono y de 
azufre o los vertidos industriales 
a los ríos, pero incluso en tales 
casos su uso es limitado (3). Los 
impuestos sobre determinadas 
actividades no contaminantes 
también pueden tener elemen-
tos correctores; así, el impuesto 
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vidad dañosa viene obligado a 
responder económicamente del 
daño que efectivamente cause, 
debería estar adecuadamente 
incentivado a reducir el valor 
esperado de dicho daño. Ahora 
bien, para que la responsabilidad 
objetiva influya óptimamente en 
el agente causante, este debe te-
ner la certeza de que será objeto 
de una demanda judicial y estará 
obligado a reparar el daño cau-
sado. Si existe la posibilidad de 
que el causante del daño se libre 
de una demanda –bien porque 
el daño no puede serle atribuido, 
bien porque es demasiado bajo 
o disperso para que económica-
mente merezca la pena interpo-
ner la demanda– o si posee un 
patrimonio insuficiente para res-
ponder íntegramente del daño, 
el incentivo inherente a la ame-
naza de responsabilidad quedará 
diluido.

La responsabilidad objetiva 
cuenta a su favor con varias ven-
tajas respecto a los impuestos 
correctores, mientras que estos 
últimos aventajan en una cosa a 
la responsabilidad objetiva. Para 
juzgar a un causante por respon-
sabilidad objetiva y crear incen-
tivos deseables, el Estado solo 
necesita medir los daños produ-
cidos (las pérdidas causadas por 
los accidentes de grúa verifica-
dos en la práctica), evitándose así 
los problemas ligados al carácter  
incompleto de los impuestos; 
además, no hay ineficiencia por 
una cuantía imprecisa de los im-
puestos, y no se genera un pro-
blema de asunción de excesivos 
riesgos por la ausencia de incen-
tivos de índole contributiva a ser 
cuidadosos.

Otra ventaja de la responsa-
bilidad objetiva concierne a los 
costes administrativos: a diferen-
cia de los impuestos, la respon-
sabilidad objetiva solo se aplica 
cuando el daño tiene realmente 

la media), y ello produciría inefi-
ciencia. Segundo, los impuestos 
redundan en la creación de un 
riesgo excesivo, en cuanto que 
los aspectos de diligencia y otras 
variables omitidas del cálculo del 
gravamen se encuentran bajo el 
control de las partes sujetas al 
impuesto (si la falta de cuidado 
en el uso de la grúa no se inclu- 
ye en el cálculo del impuesto, no 
existirá ningún incentivo de ín-
dole contributiva para adoptar 
precauciones). Un tercer factor 
que cuestiona la idoneidad del 
impuesto radica en los costes  
administrativos que comporta su 
uso, sobre todo si el número de 
ocasiones en las que el impuesto 
debería aplicarse es alto.

Estos inconvenientes de los 
impuestos serían significativos 
en la mayoría de las actividades 
dañosas, aunque no en algunas 
actividades que generan ciertos 
tipos importantes de contami-
nación. En el campo de la con-
taminación, el reto de medir el 
daño esperado parece revestir 
con frecuencia una gravedad 
relativamente menor, los costes 
administrativos podrían no ser 
elevados, y, en consecuencia, la 
utilidad de la solución imposi-
tiva podría ser razonablemente 
buena.

La tercera sección del artícu-
lo está dedicada al análisis de la 
«responsabilidad objetiva» (strict 
liability), una de las dos princi-
pales categorías de responsabili-
dad, así como a su comparación 
con la aplicación de un impues-
to corrector. La teoría de la res-
ponsabilidad objetiva dice que el 
causante debe pagar a la víctima 
una cantidad equivalente al daño 
causado. El argumento clásico a 
favor de la responsabilidad obje-
tiva es que debería conducir a 
un control socialmente deseable 
de las actividades dañosas: si el 
agente generador de una acti-

puestos como medio de control 
de las actividades dañosas (5).

En la sección dos se discuten 
las ventajas e inconvenientes de 
los impuestos correctores. La 
ventaja directa de los impuestos 
es, según lo ya mencionado, que 
puede inducir en teoría un con-
trol socialmente deseable de las 
actividades dañosas: si la parte 
que lleva a cabo una actividad 
dañosa (en adelante, el «cau-
sante») debe pagar un impuesto 
igual al valor esperado del daño 
causado, debería tener un incen-
tivo para reducir de forma efi-
ciente el daño esperado.

Ahora bien, a menudo, aplicar 
el impuesto en la práctica pue-
de resultar problemático. Una de 
las mayores trabas estriba en la 
imposibilidad de las autoridades tri- 
butarias de estimar el daño espe- 
rado, ya que este normalmen-
te depende de un conjunto de 
variables. Por ejemplo, el daño 
esperado asociado al uso de una 
grúa sería difícil de estimar ya 
que dependerá del tamaño de la 
grúa, la clase de carga que ma-
neja, el cuidado aplicado por los 
operadores de la grúa, el núme-
ro de peatones expuestos al ries- 
go de accidente, etcétera. Por 
ello, se supone que en la gene-
ralidad de los casos, aplicar un 
impuesto sería una solución in-
completa, en la medida en que, 
al diseñarlo, su cuantía se ex-
presaría en función de tan solo 
un subconjunto de las variables  
determinantes del daño esperado.

El impuesto adolecería de dos 
problemas relacionados con ese 
carácter incompleto (6). Primero, 
la imprecisión de su cuantía (de-
masiado elevada, por ejemplo, si 
el número de peatones expues-
tos al riesgo de caída de objetos 
desde la grúa es inferior a la me-
dia, y demasiado baja si el nú-
mero de peatones es superior a 
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en combinación con la respon-
sabilidad. Esto es, se indaga 
acerca de cómo estas políticas 
podrían complementarse entre 
sí, pero también cómo podrían 
operar de forma perjudicial, 
principalmente debido a que 
la imposición tanto de tributos 
como de responsabilidad podría 
resultar en unos pagos de los 
causantes superiores al valor  
esperado del daño generado 
con sus acciones.

Antes de continuar, conviene 
señalar que el tema de este ar- 
tículo entronca directamente con 
el programa intelectual enuncia-
do por Ronald Coase hace cin-
cuenta años en su destacado 
artículo «El Problema del Coste 
Social» (1960) . En su señero ar-
tículo, Coase criticó a Pigou por 
presumir que la intervención del 
Estado era generalmente nece-
saria para corregir los problemas 
de las externalidades; insistió en 
que las partes involucradas po-
drían ser perfectamente capaces 
de negociar y llegar a resolver 
sus problemas. Las cuestiones 
sobre los impuestos pigouvianos 
que aquí se plantean difieren 
ciertamente de las examinadas 
por Coase, puesto que no versan 
tanto sobre la necesidad o no de 
la intervención del Estado para 
corregir las externalidades como 
en su carácter de óptimo en el 
caso de postularse que dicha ne-
cesidad existe. Lo que se expone 
a continuación abunda también 
en la literatura económica sobre 
la falta de información suficiente 
para aplicar los impuestos correc-
tores (véase, por ejemplo, Adar 
y Griffin, 1976; Baumol y Oates, 
1988; Bovenberg y Goulder; 
Kaplow y Shavell, 2002; y en 
especial Weitzman, 1974) (7), 
aunque en dicha literatura se 
presta escasa atención a la res-
ponsabilidad como alternativa a 
los impuestos (8). Lo expuesto en 
las siguientes líneas conecta, asi-

veces que se utilizan las grúas), 
ya que, de ordinario, el nivel de 
actividad no es un dato a consi-
derar en la tipificación jurídica de 
la negligencia. En cualquier caso, 
para que la regla de la negligen-
cia afecte al comportamiento de 
los causantes, estos deben tener 
la expectativa de ser demanda-
dos por negligencia y de resultar 
obligados a pagar por el daño; 
de lo contrario, sus incentivos a 
aplicar el debido nivel de cuidado 
quedan reducidos. De aquí se 
puede deducir que la regla de 
la negligencia es mejor que un 
impuesto a la hora de controlar 
los aspectos relativos al cuidado, 
es peor que el impuesto a la hora 
de controlar el volumen de ac-
tividades dañosas, goza de una 
posible ventaja en costes admi-
nistrativos respecto al impuesto 
debido a la naturaleza ex post de 
la responsabilidad, y tiene el in-
conveniente de que su efectividad 
se ve mermada por los factores 
generales que reducen la respon-
sabilidad esperada.

La sección quinta versa sobre 
la cuestión de la regla óptima 
de la responsabilidad: la elección 
entre la responsabilidad objetiva 
y la responsabilidad por culpa, o 
negligencia. La relevancia de la 
elección a efectos de la compa-
ración impuestos/responsabilidad 
radica en que la comparación 
de eficiencia con los impuestos  
debería realizarse atendiendo a 
la regla óptima para la exigencia 
de responsabilidad, y no optan-
do sim-plemente bien por la res-
ponsabilidad objetiva, bien por la 
responsabilidad por negligencia. 
Esta consideración apoya la con-
jetura avanzada en este artículo 
de que la responsabilidad es una 
mejor solución que los impuestos 
para controlar la mayoría de las 
actividades dañosas.

En la sección sexta se consi-
dera la utilización de impuestos 

lugar, de modo que la responsa-
bilidad podría resultar en ahorros 
de costes administrativos siempre 
que la probabilidad de causar 
daño sea baja, lo que suele ser el 
caso. Por su parte, los impuestos 
tienen una ventaja sobre la res-
ponsabilidad, y es que los facto-
res que reducen la aplicabilidad 
efectiva de la responsabilidad (la 
posibilidad de que no se inter-
ponga una demanda y la solven-
cia insuficiente para responder 
del daño producido) no suelen 
ser menoscabo de la efectividad 
del impuesto.

En esta comparativa entre res-
ponsabilidad objetiva e impues-
tos, la balanza parece decantarse 
del lado de la responsabilidad en 
la casi generalidad de actividades 
dañosas. No obstante, parece 
que la comparativa se inclina a 
favor de los impuestos en el área 
de la contaminación general,  
especialmente al no ser alta la pro-
babilidad de que a los causantes 
de los daños por contaminación 
se les lleve ante los tribunales, o 
de que los daños causados sean 
reparados en su totalidad, lo que 
comprometería la efectividad de la 
responsabilidad.

En la sección cuarta se abor-
da la responsabilidad basándose 
en la regla de la negligencia, 
la otra gran categoría en que 
se subsume la responsabili-
dad. Según la regla de la ne-
gligencia, los causantes están 
obligados a responder del daño 
causado a la víctima solo si han 
incurrido en una conducta que in-
fringe del deber de cuidado legal- 
mente exigido. La virtud de la 
regla de la negligencia es que 
puede inducir a los causantes a 
aplicar una dosis de prudencia efi-
ciente (adoptar las debidas pre-
cauciones al asegurar las cargas 
en las grúas). Pero no lleva a los 
causantes a moderar su nivel de 
actividad dañosa (el número de 
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nes desde numerosos focos, y me  
referiré a ella como contamina-
ción general (13).

No obstante, la contamina-
ción puede ser de una clase tal 
que el daño esperado dependa 
decisivamente no solo de la can-
tidad de contaminante emitida o 
vertida por el agente contamina-
dor, sino también de otras varia-
bles específicamente atribuibles  
a dicho agente. Supongamos 
que el elemento contaminan-
te es un producto químico que 
causará daño fundamentalmen-
te en un área bien delimitada en 
torno al agente contaminador si 
el producto acaba infiltrándose 
en el suministro doméstico de 
agua. Entonces, el daño espe-
rado dependería no solo de la 
cantidad vertida por el agente 
contaminador, sino también de 
la población que habita en la 
zona de riesgo, con un períme-
tro definido por la ubicación del 
agente contaminador y por el 
hecho de que el suministro do-
méstico dependa de la extracción 
de agua de pozos (que podría 
resultar contaminada por el pro-
ducto químico) o bien de la red 
de tuberías (sin riesgo de con-
taminación). Me referiré a esta 
clase de contaminación como 
contaminación localizada.

Operar con grúas. Como he 
indicado antes, el daño esperado 
causado por el uso de una grúa 
está influido por varios factores 
entre los que se encuentran el 
tipo de grúa (altura, peso, fuerza 
de tracción de los cables eleva-
dores), la naturaleza de la carga, 
la intensidad de su uso, la pre-
caución aplicada al manejarla y la  
exposición de víctimas potenciales 
al riesgo (número de personas vul-
nerable a sufrir lesiones si la grúa 
volcase o dejase caer un objeto).

Conducir vehículos a motor. 
En este supuesto, el daño espe- 

El argumento general respec-
to a la eficiencia del impuesto 
corrector es, como se ha expli-
cado, que a la hora de tomar  
decisiones, el causante tendrá en 
consideración su inf luencia 
en el impuesto y, por tanto, en el 
daño esperado; en consecuencia, 
las decisiones del causante serán 
socialmente apropiadas (12). Así, 
un agente contaminador aumen-
tará su volumen de producción y 
sus emisiones de sustancias con-
taminantes si, y solo si, los bene-
ficios adicionales que resultan de 
ello superan el daño esperado 
originado por los contaminan-
tes; y si un agente está contem- 
plando adquirir un dispositivo 
para limitar las emisiones, lo hará 
si, y solo si, el coste del disposi-
tivo es inferior al valor esperado 
del daño con ello evitado.

No obstante, hay numerosos 
problemas que aparecen al aplicar 
los impuestos correctores. Para 
una mejor comprensión del ca-
rácter de estos problemas, será 
útil que antes repasemos varios 
ejemplos de actividades y que 
identifiquemos, para cada una  
de ellas, las variables relevantes 
determinantes del daño esperado.

Actividades contaminantes. 
El valor esperado del daño cau-
sado por ciertas clases de con-
taminación está en función, 
básicamente, de la cantidad de 
contaminante emitida o vertida 
por el agente contaminador. En 
el ejemplo habitual de la conta-
minación, se asume dicha carac-
terística de los contaminantes, 
y, en efecto, tiene lógica pensar 
que se cumple en contextos en 
los que el elemento contaminante 
se extiende sobre grandes super-
ficies y su nivel de concentración 
ambiental es el principal deter-
minante del daño esperado. La 
contaminación que se ajusta a 
esta descripción suele generarse 
por el efecto conjunto de emisio-

mismo, con la literatura sobre el 
analísis económico del Derecho, 
comparando diferentes herra-
mientas políticas de control de 
las externalidades negativas (9).

II. � Impuestos 
correctores

A fin de evaluar las virtudes 
y los fallos de los impuestos  
correctores, hay que comen-
zar por definirlos. Como se ha 
dicho, su cuantía es igual no  
ya al daño real materializado, sino 
al daño esperado –es decir, el 
daño, descontada la probabili-
dad de su ocurrencia–. La defini-
ción del impuesto como el daño 
esperado es consistente con la 
ofrecida por la mayoría de la lite-
ratura económica referente a los 
impuestos y a los daños de ocu-
rrencia incierta (10), y es con-
gruente con la idea del impuesto 
como una cantidad recaudada 
en el momento en que un agen-
te lleva a cabo una actividad  
potencialmente causante de 
daño. Si el impuesto estuviera 
concebido como una cantidad 
objeto de recaudación ex post 
equivalente al daño efectivamen-
te causado en lugar de al daño 
esperado, entonces, por ejemplo, 
en el contexto de la contamina-
ción ambiental, el cálculo del 
impuesto exigiría que el Estado 
identificase el número de perso-
nas que, de hecho, enfermaron 
a causa del factor contaminante, 
la cantidad de animales que pe-
recieron debido a su exposición 
a dicha sustancia, cuánta pintura 
se cayó prematuramente debido 
a ello, etcétera (11). En lugar de 
esto, supongo que el impuesto 
corrector es una cantidad recau-
dada ex ante con base en una 
estimación estadística del daño 
que se hubiera manifestado por 
causa de la emisión del contami-
nante o de la actividad dañosa 
en cuestión.
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al riesgo, o cuando el hielo y la 
nieve permaneciesen durante un 
largo tiempo en aceras frecuen-
tadas por un elevado número de 
viandantes, etcétera.

La consecuencia general de 
la inexactitud en el cálculo del 
impuesto es que las partes esco- 
gerían inadecuadamente las  
variables encapsuladas por el 
gravamen. Aquellos para quie-
nes el impuesto excediera del 
daño esperado se verían incen-
tivados a reducir su nivel de acti-
vidad, y aquellos para quienes el 
impuesto fuera inferior al daño  
esperado se verían incentivados 
a desarrollar un nivel excesivo de 
actividad. Los conductores y los 
operadores de grúas para quie-
nes el impuesto fuera excesivo se 
verían desmotivados a conducir 
y a utilizar grúas, y lo contrario 
ocurriría en el caso de los con-
ductores y operadores de grúas 
para quienes el impuesto fuera 
demasiado bajo (16). No solo el 
volumen de actividad, sino tam-
bién otras variables encapsula-
das se verían distorsionados por 
unos impuestos mal calculados. 
Por ejemplo, si el impuesto por 
circular se vinculase al estado 
de conservación del vehículo: se  
invertiría demasiado en mante-
nimiento si el impuesto resultase 
muy oneroso, y demasiado poco 
si el impuesto fuese muy bajo.

El segundo problema rela-
cionado con la existencia de  
variables omitidas del cálculo del 
gravamen es que las partes ele-
girían estas variables omitidas sin 
tener en consideración su efecto 
sobre el daño esperado, y esta 
selección implica que el daño  
esperado tendería a ser social-
mente excesivo. Supongamos 
que los impuestos a los opera-
dores de grúas y a los conduc-
tores no dependen del grado de 
cuidado puesto en su manejo o 
que los impuestos a la nieve y 

de actividad», como el núme- 
ro de obras en las que se utilizan 
grúas, el número de kilómetros 
recorridos en coche, o la canti-
dad de nieve no retirada de la 
acera. Las variables del modelo, 
tanto las encapsuladas como las 
omitidas, podrían ser elegidas 
por las partes o ser determinadas 
de otra manera (15).

La existencia de variables omi-
tidas pero que tienen influencia 
en el daño esperado, generaría 
dos tipos de problemas: prime-
ro, una cuantía del impuesto 
inexacta que no igualaría el valor 
esperado del daño. El impues-
to por operar con grúas sería 
con frecuencia inexacto si no se 
vinculase con las cargas que 
se transportan con la grúa y con 
la exposición de las víctimas al 
riesgo; el impuesto sobre la con-
ducción estaría con frecuencia 
sesgado si no reflejase la precau-
ción y la destreza aplicada por 
los conductores y las clases de 
vías por las que discurre el via-
je; el cálculo del impuesto sobre 
la nieve y el hielo no retirado de 
las aceras sería muchas veces 
erróneo si no dependiese del po-
tencial de provocar resbalones, 
del tiempo que pasa hasta que 
se derrite y del número de vian-
dantes en las aceras. Por tanto, 
el impuesto sería en ocasiones 
demasiado alto, como cuando 
una grúa manejase cargas más 
ligeras que la media y pocas 
personas estuviesen expuestas 
al riesgo en una obra, cuando 
el hielo y la nieve se derritiesen 
rápidamente y el tránsito de pea-
tones por las aceras fuese escaso, 
o cuando los conductores fuesen 
precavidos y condujesen coches 
nuevos, fundamentalmente por 
vías bien trazadas y de acceso  
limitado. Y en otras ocasiones el 
impuesto sería demasiado bajo, 
como cuando una grúa antigua 
trasladase cargas pesadas y hu-
biese muchas personas expuestas 

rado a causa de accidentes  
depende del número de kilóme-
tros recorridos, la atención apli-
cada en la conducción (velocidad, 
uso de intermitentes), el estado de 
conservación y de mantenimiento 
del vehículo (que influye en el fun-
cionamiento de faros, frenos y bo-
cina), el tipo y peso del vehículo,  
las características de las vías  
por las que discurre el viaje (nú-
mero de carriles, visibilidad, densi-
dad de tráfico), etcétera (14).

Retirar las placas de hielo y la 
nieve de las aceras. El daño espe-
rado a causa del hielo y la nieve 
no retirada de las aceras depen-
de, entre otras cosas, de su can-
tidad, del tiempo que pasa hasta 
que se derrite, de su potencial 
para provocar caídas por resba-
lones, de las medidas adoptadas 
para reducir el riesgo de caídas 
(uso de sal, serrín, planchas de 
madera) y del número de vian-
dantes en la acera.

Estos ejemplos dan fe de que 
las variables que intervienen en 
la determinación del daño espe-
rado originado por una actividad 
suelen ser plurales; el caso de la 
contaminación general, donde 
el daño esperado está en fun-
ción básicamente de una única 
variable, la cantidad de emisio-
nes, no es lo típico. Por tanto, 
con frecuencia resultaría difícil o 
inviable para el Estado utilizar un 
impuesto que dependa de todas 
las variables que juegan un papel 
relevante en el daño esperado.

Así pues, a los efectos del pre-
sente trabajo supongo que un im- 
puesto sería una solución incom-
pleta, por cuanto que consistiría 
en una función explícita de nada 
más que un subgrupo de las  
variables que determinan el daño 
esperado. No obstante, supon-
go que las variables encapsu-
ladas en el gravamen incluirían 
una variable denominada «nivel 
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men de emisiones, por lo que 
un impuesto podría ofrecer una 
buena estimación del daño espe-
rado y fomentar una conducta 
aproximadamente deseable de 
las partes sujetas al impuesto; los 
problemas de ineficiencia y de un 
riesgo excesivo debido a la exis-
tencia de variables omitidas del 
cálculo del impuesto quedarían 
así reducidos hasta la casi total 
irrelevancia. Mientras la medi-
ción y recaudación de impuestos 
no revistieran dificultades, el im-
puesto podría funcionar razona-
blemente bien para controlar la 
contaminación general (18).

Ahora bien, en la mayoría de 
las actividades dañosas, conje-
turo que utilizar los impuestos no 
resultaría ventajoso. Una razón 
fundamental es que, como se ha 
argumentado, habitualmente exis- 
tiría un gran número de variables 
que tienen una influencia real en 
el daño previsto, pero que que-
darían fuera de la órbita del im-
puesto. Entre estas, cabría incluir 
normalmente variables relacio-
nadas con el nivel de cuidado y 
descriptores de la exposición de 
las víctimas potenciales al riesgo. 
El hecho de omitir estas variables 
del gravamen se traduciría en ine-
xactitud y graves ineficiencias: 
algunas partes sujetas al impues-
to harían demasiado poco para 
atemperar el daño y otras harían 
demasiado. Además, la omisión 
de variables relevantes para el 
daño esperado conduciría a una 
excesiva asunción de riesgos, por 
cuanto que las partes no tendrían 
motivaciones de índole contri-
butiva para elegir estas variables 
para reducir el daño esperado, lo 
que, como he sugerido, supon-
dría un especial problema con las 
variables relativas al nivel de cui-
dado. La otra razón importante 
de mi conjetura de que los im-
puestos no funcionan bien atañe 
a los costes administrativos. Por 
un lado, los costes administra- 

adoptadas contra los resbalones 
causados por la nieve y el hie-
lo fuesen una variable relevante 
para el gravamen, o si la atención  
al conducir un coche o al operar 
con una grúa fuese un factor 
determinante de la cuantía del 
impuesto, la cantidad de monito-
rización requerida por parte de las 
autoridades sería verdaderamente 
enorme. En tercer lugar, el Estado 
debe cobrar el impuesto, lo que 
en muchas ocasiones entraña 
gastos nada tribiales.

Al describir estos costes  
administrativos, he asumido 
como datos fijos la identidad de 
las variables encapsuladas, pero 
la selección del conjunto de di-
chas variables es obviamente 
una decisión económica. Será 
deseable sujetar a gravamen una 
variable si los beneficios de ha-
cerlo, derivados de unos mejores 
incentivos para reducir el daño, 
superan a los costes administrati-
vos que acarrea añadir la variable 
al resto de variables encapsula-
das. Al considerar los impuestos, 
por tanto, deberíamos pensar 
en impuestos que incorporen 
el conjunto óptimo de variables  
encapsuladas.

Una vez descritos los diversos 
problemas asociados a los im-
puestos correctores (ineficiencia 
debida a la imprecisión de su 
cuantía, riesgo excesivo y costes 
administrativos), conviene hacer 
un repaso del significado proba-
ble derivado de ellos en el caso 
de las actividades generadoras de 
contaminación general, frente a 
sus implicaciones en el caso de 
la mayoría de otras actividades.

Parece que los impuestos 
pueden funcionar tolerablemen-
te bien para moderar el daño 
originado por la contaminación 
general. En este caso, el daño 
esperado depende básicamen-
te de una sola variable, el volu-

el hielo en las aceras no depen-
den de si se ha esparcido sal o 
se han adoptado otras medidas 
precautorias contra las caídas por 
resbalones. Entonces, el cuidado 
aplicado en el uso de grúas y co-
ches sería demasiado bajo, y los 
agentes no se tomarían ninguna 
molestia en reducir el potencial 
resbaladizo de la nieve y el hielo 
de las aceras porque no verían 
disminuir sus cuotas tributarias 
por aminorar de este modo el 
daño esperado. En otras pala-
bras, habría una tendencia gene-
ral a que el daño esperado fuese 
ineficientemente alto, suponien-
do que las variables no encap-
suladas en el gravamen estén 
bajo el control de los causantes. 
Debe señalarse que este argu-
mento es distinto de la cuestión 
comentada sobre la inexactitud 
de los impuestos y la elección de 
las variables encapsuladas; el 
problema aquí no guarda ne-
cesariamente relación con la 
inexactitud del importe de los 
impuestos (17).

Otro problema asociado a 
los impuestos es el relativo a los 
costes administrativos que com-
porta su utilización. Para aplicar 
impuestos correctores, tres tareas 
son necesarias, cada una de ellas 
generadoras de gasto. En primer 
lugar, el Estado debe dilucidar la 
relación que existe entre las varia-
bles encapsuladas por el impuesto 
y el daño esperado. Puesto que 
esta relación depende probable-
mente de múltiples variables, su 
determinación no resultaría fácil. 
En segundo lugar, el Estado debe 
observar las variables encapsu-
ladas. En muchos contextos, los 
costes de dicha observación se-
rían significativos o prohibitivos. 
Si la cantidad de nieve y hielo 
no retirada de las aceras fueran 
objeto de gravamen, deberían 
tomarse mediciones en la prác-
tica totalidad de las viviendas 
tras cada nevada. Si las medidas 
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información sobre utilización de  
grúas, su tipo o la exposición 
de víctimas potenciales al riesgo. 
Igualmente, quienes no retirasen 
nieve y hielo de las aceras afron-
tarían sanciones iguales al daño 
esperado con tal de que los vian-
dantes que sufrieron caídas por 
resbalones presentasen cargos 
y el juez fallase a su favor por el 
daño causado; no habría nece-
sidad de que el Estado midiese 
la cantidad de nieve y hielo no 
retirada de la acera, ni el tiempo 
que tardó en derretirse, ni si ha-
bían esparcido sal, etcétera.

El segundo problema del im-
puesto radica en que las varia-
bles excluidas de gravamen, en 
particular los elementos relacio-
nados con la debida atención, 
no serían sometidas a control, 
y dicha omisión resultaría en un 
riesgo excesivo. Esto no supone 
un problema en el régimen de 
responsabilidad objetiva, pues 
induce a los actores a elegir to-
das sus acciones de un modo 
tal que resulte compatible con 
la reducción óptima del daño 
esperado. En la responsabili-
dad objetiva, los operadores de 
grúas se verían incentivados a 
manejar sus grúas con una dili-
gencia adecuada y a no cargar 
objetos excesivamente pesados, 
cosa que no harían en el caso 
de un impuesto cuyo gravamen 
no tomara en consideración la 
prudencia en e l  manejo de 
la grúa y el peso de las cargas, y 
las personas se verían impelidas 
a esparcir sal en la nieve frente a 
sus casas si ello fuera deseable, 
cosa que no harían en el caso de 
un impuesto si tales acciones no 
interviniesen en la determina-
ción del gravamen a pagar.

El tercer factor generador de 
problemas para el impuesto tiene 
que ver con los costes adminis-
trativos. También en este sentido, 
la responsabilidad objetiva pare-

El argumento acerca de la 
eficiencia de la responsabilidad 
objetiva es similar al relativo a la 
eficiencia del impuesto corrector. 
Esto es, si los causantes poten-
ciales afrontasen una decisión 
sobre cualesquiera elementos de 
su conducta, adoptarán dicha 
decisión teniendo en conside-
ración su influencia en el daño 
esperado, ya que tendrán que 
indemnizar por el daño realmen-
te causado.

Planteémonos ahora una 
comparación entre responsabili-
dad objetiva e impuesto correc-
tor y preguntémonos si, o en qué 
grado, la responsabilidad obje-
tiva adolece de los problemas 
que he mencionado en relación 
con el impuesto. El primer pro-
blema para aplicar el impuesto 
se refiere a la inexactitud de la 
cuantía. Como ya he expresado, 
para que el impuesto igualase 
el valor esperado del daño, el 
Estado debería medir todas las 
variables que influyen en el daño 
esperado, pero es poco probable 
que este requisito pueda cum-
plirse en la práctica.

En contraste, la exactitud de 
los incentivos debería ser bue-
na en un régimen de respon-
sabilidad objetiva. Según este, 
los causantes estarían automá-
ticamente abocados a sanciones 
iguales al daño esperado, con tal 
de que fueran condenados por 
un juez en caso de causar daño y 
el Estado midiese adecuadamen-
te la magnitud de tal daño cau-
sado. Los operadores de grúas 
estarían abocados a sanciones 
equivalentes al daño esperado 
originado por accidentes de 
grúas, con tal de que las víctimas 
de accidentes de grúas presen-
tasen cargos y se les concediese 
una indemnización por los daños 
soportados; a diferencia del caso 
del impuesto, no habría necesi-
dad de que el Estado recabase 

tivos que, de hecho, se incurri-
rían en la medición de las varia-
bles encapsuladas y el cobro de 
impuestos serían con frecuencia 
elevados, debido al gran núme-
ro de casos en los que las partes 
llevan a cabo actividades poten-
cialmente dañosas. Por otro lado, 
los costes administrativos son la 
causa latente de los problemas 
resultantes de que existan va-
riables omitidas, puesto que la 
necesidad de evitar unos altos 
costes administrativos es preci-
samente lo que justificaría que 
existiesen variables omitidas en la 
hipótesis de optar por utilizar im-
puestos correctores para la ma-
yoría de las actividades dañosas.

III. � Responsabilidad 
objetiva vs. impuesto 
corrector

Por responsabilidad objetiva 
me refiero a la regla legal que  
reconoce el derecho de la víctima 
de un accidente a cobrar del cau-
sante una cantidad equivalente 
al daño sufrido (19). La respon-
sabilidad objetiva se distingue, 
por tanto, del impuesto corrector 
en que la parte causante paga 
por el daño que efectivamen-
te tiene lugar, y no por el daño  
esperado de forma anticipada a 
que el mismo acontezca (o no). 
En la responsabilidad objetiva, 
los agentes contaminadores esta-
rían obligados a indemnizar por 
las enfermedades y los daños 
materiales causados de hecho 
por la contaminación, en lugar 
de pagar un impuesto calcula-
do a partir de una estimación de 
dicho daño, y los operadores 
de grúas resarcirían a las víctimas 
por los daños provocados en la 
práctica por los accidentes de 
grúas, en lugar de pagar un im-
puesto en base al daño esperado 
que supuestamente producirían 
los accidentes de grúas, y así  
sucesivamente.
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cionamiento del impuesto, con 
una posible, y parcial, excep-
ción. Es claro que la incapacidad 
para identificar al causante no 
afectaría al funcionamiento del 
impuesto, ya que el hecho impo-
nible es una estimación del daño 
esperado. También es eviden-
te que la posibilidad de que el 
daño pudiera ser de una entidad  
demasiado baja para estimular 
la interposición de una deman-
da carece de relevancia en el 
funcionamiento del impuesto. 
No obstante, el problema de la  
insolvencia podría llevar a que el 
causante fuera incapaz de pagar 
el impuesto en su totalidad. Pero 
este resultado es menos probable 
en el caso del impuesto que en 
el del juicio por responsabilidad, 
ya que el impuesto se basa en 
el daño esperado y, por tanto, 
su cuantía sería inferior al daño 
real. Así pues, el problema de la 
insolvencia del causante reviste 
una menor (probablemente mu- 
cho menor) relevancia en un es-
quema impositivo que en uno 
basado en la responsabilidad 
(22).

El hecho de que los tres prime-
ros factores analizados sugieran 
una ventaja de la responsabilidad 
objetiva sobre el impuesto y de 
que los factores recién conside-
rados apunten en el sentido con-
trario me brinda una base para 
conjeturas adicionales a las ya  
formuladas sobre la idoneidad de 
los impuestos en el control de la 
contaminación general y su no ido-
neidad en el control de la mayoría 
del resto de actividades dañosas.

Dije antes que cabía esperar 
que los impuestos funcionasen 
razonablemente bien para la 
contaminación general. Ahora 
también parece adivinarse que 
la responsabilidad no tendría un 
funcionamiento deseable en este 
contexto, sobre todo por la difi- 
cultad para atribuir el daño a 

da, mientras que si la tarea más 
costosa concierne al impuesto, la 
ventaja probabilística de la res-
ponsabilidad se vería reforzada.

Permítanme desplazar aho-
ra la atención hacia tres factores 
que representan un problema 
para la responsabilidad, debido 
a que reducen los pagos espe-
rados por responsabilidad hasta 
un nivel inferior al daño espera-
do. El primero de ellos es la difi-
cultad para atribuir el daño a la 
parte causante del mismo (por 
ejemplo, el daño derivado de la 
contaminación al agente conta-
minador). Si la conexión entre 
daño y causante no puede esta- 
blecerse, no existe base legal 
para una demanda, lo que redu-
ce la responsabilidad esperada 
del causante. Un segundo fac-
tor es que la magnitud del daño 
puede ser inferior al coste de  
interposición de una deman-
da. En dicho caso, no habrá in-
centivo financiero alguno para 
presentarla, lo que disminuye 
la responsabilidad esperada de 
aquellos justiciables que podrían 
causar daños de escasa magni-
tud. Un tercer factor es el conoci-
do como problema del causante 
insolvente o judgment-proof, a 
saber, que la parte generadora 
del daño tenga insuficientes acti-
vos para responder íntegramente 
del daño. Este factor podría re-
ducir el incentivo de la víctima a 
demandar, y en cualquier caso 
podría significar que la cantidad 
pagada fuera inferior al daño. 
Por tanto, el problema de la 
insolvencia puede disminuir 
la responsabilidad esperada de la 
parte causante al reducir tanto 
la probabilidad de ser deman-
dada como la magnitud de los 
pagos en caso de que finalmente 
se presente una demanda (21).

Los factores mencionados 
que diluyen la responsabilidad 
esperada no afectarían al fun-

ce gozar de una ventaja básica 
en comparación con el impues-
to. Una razón estriba en que el 
Estado no necesita determinar la 
relación funcional existente entre 
las variables observadas y el daño 
esperado: basta con que mida el 
daño efectivamente ocurrido.

Otra razón es que la respon-
sabilidad solo se aplica cuando 
el daño acontece, con lo que los 
costes administrativos (costas  
legales y otros costes procesales) 
solo sobrevienen en un porcen-
taje de los casos, mientras que 
el impuesto se devenga siempre 
que una parte lleva a cabo una 
determinada actividad, con lo 
que los costes administrativos se 
soportan con certeza. Cuando 
la probabilidad de daño es baja, 
lo que sucede en muchos con-
textos, tales como operar con 
una grúa o conducir un coche, 
la limitación del devengo de los 
costes administrativos a los su-
puestos específicos de que el 
daño se materialice puede ser 
una considerable ventaja a favor 
de la responsabilidad frente al 
impuesto.

La comparación de los costes 
administrativos también depen-
de, por supuesto, de las magni-
tudes relativas de dichos costes, 
condicionadas en cada caso a 
la aplicación de la responsabili-
dad objetiva y del impuesto. En 
el caso de la responsabilidad, 
deberá determinarse si el daño 
ha acontecido y en qué grado 
lo ha hecho, mientras que en el 
del impuesto, los niveles de las 
variables encapsuladas por el 
gravamen deberán ser objeto de 
evaluación. No puede afirmarse 
de partida cuál de ambas tareas 
conllevará un mayor gasto. Si, 
de las dos, la tarea más costo-
sa resulta ser la referente a la 
responsabilidad (20), la ventaja 
por su carácter probabilístico se 
vería reducida o incluso reverti-
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Por ejemplo, supongamos que 
asegurar un objeto pesado a una 
grúa con dos tiras de cadenas es 
óptimo, porque resulta relativa-
mente barato hacerlo y eliminaría 
una posibilidad real de un acci-
dente. En tal caso, la amenaza 
de responsabilidad en virtud de 
la regla de la negligencia actuaría 
como motivador sobre cualquier 
operador racional de grúas para 
usar dos tiras de cadenas (véase 
Brown, 1973).

No obstante, se debe recono-
cer que la cualidad optimizado-
ra de la regla de la negligencia 
tiene sus limitaciones, pues la 
regla no induce a las partes a 
elegir sus niveles de actividad de 
forma eficiente. Según la regla 
de la negligencia, el tribunal no 
entra a juzgar el nivel de activi-
dad de una parte, solo el nivel 
de cuidado aplicado. En un acci- 
dente causado por la caída de 
un objeto desde una grúa con 
el resultado de lesiones a un in-
dividuo, una investigación sobre 
negligencia no entraría a con-
siderar cuántas veces se utilizó 
la grúa; las pruebas periciales se 
ceñirían a delimitar si el objeto 
estaba correctamente asegurado, 
si se impartieron las adecuadas 
alertas de peligro a los transeún-
tes y cosas por el estilo. Debido 
a que el nivel de actividad no 
es abordado por la regla de la 
negligencia, este tenderá a ser 
socialmente excesivo; es decir, 
las grúas se utilizarán de forma 
demasiado intensiva. Si bien las 
partes aplicarán el cuidado óp-
timo, no deberán pagar por el 
daño que aun así causen con sus 
actividades, ejerciéndolas por 
tanto en un volumen demasiado 
alto (25).

Permítanme ahora que com-
pare la regla de la negligencia 
con el impuesto corrector. Un as-
pecto que se ha de considerar es 
el nivel de cuidado. La regla de 

incentivos tenderían a ser exactos 
y a inducir un comportamiento 
deseable, con tal de que se inter-
ponga una demanda y se asignen 
daños por el perjuicio efectivamen-
te causado a la víctima. También 
es cierto que la responsabilidad 
podría resultar administrativa-
mente más barata de aplicar que 
el impuesto en la mayoría de las 
actividades causantes de daños 
accidentales, puesto que estas 
actividades solo tienden a causar 
daño con una baja probabilidad. 
En consecuencia, el impuesto pa-
rece significativamente inferior a la 
responsabilidad objetiva como ins-
trumento de control de la mayoría 
de las actividades dañosas (23).

IV. � Comparación entre 
responsabilidad 
basada en la regla 
de la negligencia 
y un impuesto 
corrector

Según la regla de la negligen-
cia, la parte que cause un daño 
está obligada a repararlo exclu-
sivamente cuando quede acre-
ditado que se comportó con un 
nivel de cuidado inferior al mí-
nimo exigible, como no vigilar 
la estanqueidad de un contene-
dor de líquidos contaminantes, 
no asegurar adecuadamente un 
objeto suspendido en el aire por 
una grúa, o conducir un coche a 
excesiva velocidad (24).

El repetido argumento eco-
nómico que subyace a la regla 
de la negligencia dice que dicha 
regla puede inducir a las partes a 
escoger niveles óptimos de cui-
dado. Supongamos que el de-
ber de cuidado requerido por el  
juez para eludir la imputación de 
negligencia es el nivel óptimo 
de cuidado. Entonces, será del 
interés de los agentes actuar de 
modo no negligente y adoptar 
el nivel óptimo de precaución. 

quien de veras lo ha origina-
do. Dado que la contaminación  
general es el efecto agregado 
de emisiones procedentes de 
muchos focos distintos, normal-
mente sería inviable o imposible 
atribuir daños concretos a conta-
minadores específicos. Además, 
las dificultades para establecer 
la relación de causalidad se ve-
rían a veces acrecentadas por la  
posibilidad de que otros factores, 
al margen de la contaminación, 
interactúen con ella para generar 
el daño. Por otro lado, el proble-
ma de que la envergadura del 
daño pueda ser demasiado baja 
para justificar una demanda po-
dría tener relevancia; hablamos, 
por ejemplo, de la caída prema-
tura de pintura o de irritaciones 
oculares leves. Además, el pro-
blema de la insolvencia podría 
resultar de aplicación debido 
a que la contaminación puede 
afectar a un gran número de per-
sonas o a una amplia superficie 
de terreno. El efecto combina-
do de estos factores diluiría de 
forma notable la responsabilidad 
esperada de los causantes y, por 
tanto, reforzaría el atractivo de 
los impuestos como instrumento 
de control de la contaminación 
general.

También he argumentado en 
la segunda sección de este artículo 
mi conjetura de que los impues-
tos no funcionarían bien para la  
mayoría de las actividades dañosas 
–valgan como ejemplos accidentes 
de grúa, accidentes de automóvil  
y caídas por resbalones en hielo y 
nieve en las aceras–, debido a 
que, de ordinario, el daño espe- 
rado depende de una pluralidad 
de variables que no serían encap-
suladas por el gravamen. Por tan-
to, el impuesto resultaría inexacto 
y también conduciría a un exce-
sivo riesgo. En esta sección, se ha 
explicado por qué, en un esque-
ma de responsabilidad objetiva, 
la responsabilidad esperada y los 
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bilidad es superior al impuesto 
en la mayoría de las actividades 
dañosas. Afirmé en la cuarta 
sección que un inconveniente 
de la regla de la negligencia en 
comparación con el impuesto 
corrector estriba en que la regla 
de la negligencia no controla el 
nivel de actividad, mientras que 
el impuesto corrector sí lo hace. 
No obstante, esta debilidad de la 
responsabilidad frente al impues-
to queda implícitamente resuelta 
si la modalidad de responsabi-
lidad se cambia a responsabili-
dad objetiva cuando la necesidad 
social de abordar los niveles de 
actividad del causante sea signi-
ficativa.

VI. � Uso conjunto 
de impuestos 
correctores y 
responsabilidad

Si bien he considerado los 
impuestos correctores y la res-
ponsabilidad como instrumen-
tos alternativos de control de las 
actividades dañosas, en principio 
podrían ser utilizados de forma 
conjunta. Conviene realizar dos 
precisiones a este respecto.

Primero: existe una ventaja 
general en el uso conjunto de 
impuestos correctores y respon-
sabilidad, ya que cada una de 
estas políticas puede, en ocasio-
nes, mitigar los problemas de la 
otra. Por ejemplo, es improbable 
que la responsabilidad resuel-
va adecuadamente los daños 
causados por los perros, ya que 
muchos de esos daños –imagi-
nemos las molestias producidas 
por los ladridos, los excremen-
tos o el mordisqueo de los jardi-
nes– suelen ser demasiado leves 
como para compensar la inter-
posición de una demanda, así 
como plantear dificultades para 
atribuirse a los perros causantes 
de ellos. Un impuesto que gra-

V. �La  regla óptima de 
la responsabilidad 
(responsabilidad 
objetiva o regla de la 
negligencia) frente al 
impuesto corrector

En las dos secciones anterio-
res, he comparado, por sepa- 
rado, las dos principales cate-
gorías de responsabilidad con el 
impuesto corrector; ahora bien, 
es natural efectuar también una 
comparación entre la mejor de 
ambas reglas de responsabilidad 
y el impuesto corrector. Se apre-
cia claramente que, en general, 
la comparativa de la mejor de 
las dos reglas de responsabili-
dad con el impuesto corrector 
da como más clara vencedora a 
la responsabilidad que en cual-
quiera de las comparaciones de 
las secciones precedentes. Pero 
existe un motivo más concreto 
para querer considerar la regla 
óptima de la responsabilidad.

Así, cabe suponer que la res-
ponsabilidad objetiva se impon-
drá probablemente a la regla de 
la negligencia cuando el pro-
blema de controlar adecuada- 
mente los niveles de actividad de 
los causantes sea significativo. 
Como he expuesto, los causan-
tes no tienen incentivo alguno a 
moderar sus niveles de actividad 
bajo la regla de la negligencia, 
pero sí lo tienen bajo la responsa-
bilidad objetiva. Esta ventaja de la 
responsabilidad objetiva tenderá 
a ser sustancial cuando se trate 
de actividades que generan un 
daño esperado de gran enverga-
dura pese al ejercicio del cuidado  
óptimo, y existe cierta evidencia 
de que la responsabilidad obje- 
tiva es, de hecho, la fórmula  
empleada a menudo cuando eso 
es así (véase Shavell, 1980; Landes 
y Posner, 1987; Shavell, 1987).

El argumento anterior refuer-
za la idea de que la responsa-

la negligencia controla de forma 
deseable los niveles de cuidado, 
pero el impuesto omitiría estas 
variables, por lo que no ejerce-
ría ninguna influencia sobre ellas, 
dando como resultado un riesgo 
excesivo. Una segunda conside-
ración es el nivel de actividad. El 
impuesto controla eficientemente 
los niveles de actividad, mientras 
que estos tienden a ser excesivos 
según la regla de la negligencia, 
como se acaba de explicar.

Un tercer aspecto afecta a los 
costes administrativos. Aquí, la 
regla de la negligencia disfruta 
de la ventaja básica que ya se 
ha descrito frente a la responsa-
bilidad objetiva; a saber, que los 
gastos vinculados a la aplicación 
de la responsabilidad solo so-
brevienen cuando el daño acon- 
tece efectivamente (26). Además, 
esta ventaja podría ser mayor 
de lo que es en la responsabili-
dad objetiva, pues a resultas de 
la regla de la negligencia, una 
víctima no presentará una de-
manda a menos que haya indi-
cios de conducta negligente por 
parte del causante. En contraste, 
si se interpone una demanda, 
esta tenderá a ser más cara de 
lo que es bajo la responsabilidad 
objetiva, puesto que habrá que 
dirimir la cuestión de si existió 
culpa o no.

Una última consideración per-
tinente concierne al conjunto 
de factores que reducen los pa-
gos por responsabilidad espe-
rada hasta un valor inferior al del 
daño esperado; la incapacidad 
para rastrear el daño hasta su 
origen, unos daños de enverga-
dura inferior al coste de litigar, 
y el problema de la insolvencia 
del causante o judgment-proof. 
Como ya sucedía en la respon-
sabilidad objetiva, estos factores 
sitúan a la regla de la negligen-
cia en desventaja respecto al im-
puesto (27).
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sas y he tratado de argumentar 
las ventajas de cada política en la 
teoría. A la luz de este examen, 
concluyo que, con carácter gene-
ral, la responsabilidad debería ser 
superior al impuesto corrector a 
la hora de regular la mayoría de 
las actividades dañosas, una tesis 
que está en consonancia con la 
predominancia de la responsabi-
lidad sobre los gravámenes que 
se observa en la realidad (29). 
Mis juicios sobre las virtudes rela-
tivas de la responsabilidad sobre 
los impuestos se fundamentan 
principalmente en la inviabilidad 
práctica de utilizar impuestos 
que reflejen adecuadamente las, 
a menudo, numerosas variables 
que impactan significativamente 
en el daño esperado; en el hecho 
de que, en un marco de respon-
sabilidad objetiva, el Estado solo 
necesita medir el daño para crear 
incentivos deseables; en el hecho 
de que la regla de la negligen-
cia genera incentivos deseables 
para ejercer niveles de cuidado 
apropiados, mientras que el im-
puesto no; y en las ventajas de 
costes administrativos a favor 
de la responsabilidad que se  
derivan de que esta solo se aplica 
cuando el daño acontece.

Finalmente, sugiero que el 
impuesto debería ser superior a 
la responsabilidad como medio 
de control de la contaminación 
difusa o general. Esta opinión se 
fundamenta en la premisa de que 
el impuesto funcionaría bien en 
ese contexto porque solo existe 
una única variable, la cantidad 
de emisiones, que determina en  
líneas generales el daño espera-
do, así como en la hipótesis de 
que los incentivos según el esque-
ma de responsabilidad se verían  
notablemente diluidos por la inca-
pacidad de las víctimas para atri-
buir el daño específicamente a su 
causante y los problemas inheren-
tes a plantear una demanda ante 
los tribunales.

Este problema de pagos exce-
sivos en un régimen que combine 
impuesto y responsabilidad sería 
menos severo en el caso de apli-
car la regla de la negligencia que 
en el de la responsabilidad ob-
jetiva. De hecho, si la regla de la  
negligencia funcionase sin fa-
llos, los agentes siempre elegirían  
actuar de modo no negligente 
y nunca serían declarados reos 
de responsabilidad. Por tanto, el 
problema de los pagos excesivos 
no aparecería, lo que convertiría 
en atractivo el uso conjunto de 
impuestos correctores y la regla 
de la negligencia (el impuesto 
controlaría el nivel de actividad, 
mientras que la regla de la ne-
gligencia controlaría el nivel de 
cuidado). Pero las incertidumbres  
y las imperfecciones a la hora de 
determinar la existencia o no 
de negligencia dan lugar a que 
se produzcan imputaciones por 
negligencia, por lo que las partes 
que causan el daño soportan una 
responsabilidad esperada positiva 
según la regla de la negligencia. 
Así pues, el problema de pagos 
excesivos existiría con dicha re-
gla aun cuando su magnitud no 
sea tan significativa como en un 
esquema de responsabilidad ob-
jetiva. El problema de pagos exce-
sivos en un régimen conjunto de 
impuesto y responsabilidad po-
dría verse supuestamente amor-
tiguado si se redujera el importe 
del impuesto hasta un nivel infe-
rior al daño esperado y se dejase 
que la responsabilidad esperada 
completase la diferencia, aun-
que, en tal caso, habría que pres-
tar atención a la implementación 
práctica de semejante política.

VII.  Conclusiones

En el presente trabajo he com-
parado el impuesto corrector y la 
responsabilidad como soluciones 
al problema de cómo controlar 
las actividades socialmente daño-

vase a los propietarios caninos 
podría mejorar las deficiencias 
de la responsabilidad, ya que 
reduciría la motivación para te-
ner perros. Al mismo tiempo, 
dicho impuesto no induciría 
a quienes deciden tener perro a 
adoptar precauciones encami-
nadas a prevenir los daños. En 
cambio, la responsabilidad sí 
ejercería una influencia bene-
ficiosa en tales precauciones. 
Imaginemos el cuidado para 
evitar las mordeduras de perro: 
llevar los animales sujetos con 
correa, no dejar que se acerquen 
a niños pequeños, etcétera. Un 
régimen de responsabilidad po-
dría persuadir a los propietarios 
caninos a adoptar comporta-
mientos prudentes para amino-
rar el riesgo de mordedura, ya 
que estas suelen ser asignables 
a propietarios concretos (las víc-
timas normalmente son capaces 
de identificar el animal causante de 
la mordedura) y podrían ser 
lo bastante graves como para  
motivar demandas. Por tanto, 
vemos que el uso conjunto de 
un impuesto y la responsabi-
lidad podría ser deseable (28).

Segundo: por el contrario, 
existe un peligro de duplicación 
del castigo por el daño causa-
do, en el caso de imputar a un 
mismo individuo tanto con el 
gravamen corrector como con la 
responsabilidad (este argumento 
se presenta independientemente 
en Logue, [2010]). Si los agentes 
tienen que pagar por más que 
por el daño del que son respon-
sables, podrían inducírseles a 
aplicar precauciones extremada-
mente costosas o disuadírseles 
de desarrollar actividades social-
mente deseables. Si una empresa 
está sujeta a un impuesto am-
biental por el daño esperado y 
también fuera responsable obje-
tivamente por el daño causado, 
en la práctica estaría pagando 
dos veces por el mismo daño.
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el daño real causado por su consumo, los 
diversos problemas asociados a dicho consu-
mo –tales como accidentes provocados por 
la conducción bajo los efectos del alcohol, la 
violencia doméstica y las dificultades en el 
puesto de trabajo– deberían ser identificados 
y debidamente cuantificados.

(12) Suelo referirme con el nombre de 
«causante» a la parte que lleva a cabo una 
actividad potencialmente dañosa, aun cuan-
do dicho daño no siempre acabará materia-
lizándose.

(13) Ejemplos son la contaminación que 
contribuye a reducir el grosor de la capa de 
ozono en la atmósfera, o la contaminación 
que contribuye al calentamiento global.

(14) A la hora de discutir el ejemplo de la 
conducción de vehículos a motor, considero 
el daño por accidentes, pero no los daños 
atribuibles a la contaminación generada por 
la quema de combustibles.

(15) Por ampliar, sea x el vector de varia-
bles factorizadas, sea y el vector de variables 
no factorizadas, y sea h(x, y) el daño espera-
do dados x e y. Se asume que la cuantía del 
impuesto t(x) iguala el daño esperado dado 
x (cuando la expectativa es sobre y y otras 
variables). Esta misma notación será utilizada 
en las siguientes notas al pie.

(16) A modo de ejemplo, supóngase que x 
es el nivel de actividad; y es un parámetro exó-
geno (como un índice del número de víctimas 
potenciales del daño) que varía a lo largo de 
la población de causantes; y h(x, y) = xy, 
de modo que y es el daño esperado por uni-
dad de actividad. Supóngase también que la 
utilidad o beneficio de un causante es b(x), 
variable creciente y cóncava en x. Con estas 
premisas, según una función utilitarista del 
bienestar social, el valor socialmente óptimo 
de x maximiza b(x) xy; este valor óptimo x 
(que asumo es positivo) viene determinado 
por b’(x) = y y es denotado como x*(y), va-
riable que puede verificarse que es creciente 
en y. Se asume que el impuesto t(x) es igual 
a xE(y), donde E(y) es el valor esperado de y. 
Por consiguiente, todos los causantes elegi-
rán el valor x determinado por b’(x) = E(y), 
de manera que todos elegirán x*(E(y)). En 
consecuencia, los causantes para quienes 
y<E(y) elegirán un valor x demasiado alto–
porque para ellos, x*(E(y)) >x*(y); y aquellos 
causantes para quienes y > E(y) elegirán un 
valor x demasiado bajo –porque para ellos, 
x*(E(y)) < x*(y)–. Para un desarrollo más de-
tallado, véase Shavell (2011).

(17) Supóngase, como en el ejemplo 
anterior, que h(x, y) = xy, pero por simpli-
ficar asumimos aquí que y es igual para to-
dos los individuos. También asumimos que 
y viene dado por y(e), donde e es el nivel 
de cuidado aplicado por el individuo e y es 
decreciente y convexo en e. Supongamos, 
asimismo, que los individuos aplican e cada 
vez que llevan a cabo una actividad, con 
lo que la utilidad de cada individuo es b(x) 
xe. Entonces, el valor socialmente óptimo 
de x y e maximiza b(x) xe xy(e) = b(x) x[e 

(6) Los dos problemas descritos se estu-
dian en un modelo comparado de impuestos 
frente a responsabilidad en Shavell (2011).

(7) Esta literatura se centra en cómo va-
rían, de unas partes a otras, los costes de 
controlar la contaminación y la incertidumbre 
respecto al daño causado por esta, y compara 
los impuestos y la regulación. En el presente 
artículo, me centro en examinar cómo va-
ría, de unas partes a otras, el daño previsto 
causado por sus actividades y las dificultades 
asociadas a las variables omitidas del modelo 
y que tienen influencia en el daño previsto, 
comparando impuestos frente a responsa-
bilidad.

(8) Por ejemplo, Mankiw (2009: 210-219) 
y Mas-Colell, Whinston, y Green (1995: 354- 
359) no hacen mención alguna de la respon-
sabilidad, mientras que Bovenberg y Goulder 
(2002: 1527-1528) y Pindyck y Rubinfeld (2009: 
672-672) la mencionan solo de pasada; todas 
estas referencias tratan la regulación como al-
ternativa relevante a los impuestos. No tengo 
constancia de ningún artículo en la literatura 
económica que examine la responsabilidad 
como sustituto de los impuestos. El escaso 
protagonismo dispensado a la responsabi-
lidad dentro de la literatura económica es 
desafortunado, dada su relevancia para el 
control de las externalidades dañinas. Incluso 
en el campo de la contaminación, que cons-
tituye el principal objeto de atención de la 
literatura económica sobre las externalida-
des, la responsabilidad desempeña un papel 
importante; véase, por ejemplo, Farber et al. 
(2006: 154-168, 841-925).

(9) Véase Shavell (1993), que identifi-
ca las posibles ventajas administrativas de 
la responsabilidad respecto al impuesto, en 
cuanto que la responsabilidad solo surge al 
materializarse el daño, pero también su debi-
lidad, puesto que la responsabilidad requie-
re que se inicien acciones legales contra el 
causante y que este posea suficientes activos 
para responder del daño causado, y White y 
Wittman (1983), que subrayan las ventajas de 
la responsabilidad objetiva sobre el impuesto 
debido a los problemas informacionales rela-
tivos a la aplicación de los segundos. Véanse 
también las observaciones de Posner (2007: 
396-400) sobre la contaminación, destacan-
do la falta de información para implementar 
impuestos medioambientales y la debilidad 
de la responsabilidad, y los comentarios de 
Logue (2010: 2361-2363) en relación con la 
coordinación del tort law con los gravámenes 
correctores.

(10) Véanse las referencias analizadas en 
la nota (7). En ningún caso, al menos hasta 
donde yo conozco, se supone en los modelos 
de daño incierto que el impuesto es el daño 
real causado. Más bien, el impuesto se asimi-
la al daño previsto o (más habitualmente) a 
una función lineal de una única variable gra-
vada, a saber, el nivel de un contaminante, 
que iguala el daño previsto para un nivel de 
emisiones determinado.

(11) De forma análoga, si el impuesto 
corrector sobre el alcohol se definiese como 

NOTAS

(*) Artículo publicado en Journal of Law 
and Economics, vol. 54 (noviembre 2011). 
Traducción de Jon García (traductor@jongar-
cia.es). Copyright: The University of Chicago 
(2011). Todos los derechos reservados.

(**) El autor agradece la aportación en 
forma de comentarios de Richard Epstein, Louis 
Kaplow, Steven Medema, A. Mitchell Polinsky, 
Richard Posner, y Kathryn Spier, así como el 
apoyo prestado por Robert Stavins y el John M. 
Olin Center for Law, Economics, and Business 
de la Harvard Law School.

(1) Pigou fue el primero en exponer en 
toda su magnitud el problema de las externa-
lidades y la posible necesidad de una interven-
ción del Estado, incluso a través de impuestos 
(Pigou, 1932: 192-196), como solución.

(2) Para ejemplos extraídos de tex-
tos académicos sobre el argumento de 
que los impuestos son deseables como 
remedio a las externalidades, véanse 
Mankiw (2009: 210-214), Pindyck y Rubinfeld 
(2009: 651-660), y Mas-Colell, Whinston 
y Green (1995: 354-356); para ejemplos 
extraídos de encuestas de la literatura  
sobre externalidades, véase Bovenberg y 
Goulder (2002: 1477-1490) y Helfand, Berck  
y Maull (2003). Aunque el impuesto es tenido 
por una buena solución al problema de las 
externalidades, la falta de información para 
su implementación y la posibilidad de que la 
regulación en ocasiones pueda resultar prefe-
rible están recibiendo creciente atención en la 
literatura (véase nota 7).

(3) Véase Stavins (2003) para una revi-
sión de la utilización de impuestos correcto-
res para controlar la contaminación y otras 
externalidades medioambientales. De esa 
revisión se desprende que los impuestos se 
utilizan poco, o nada, para controlar la con-
taminación en Estados Unidos (en la tabla 1, 
págs. 364-368, no se incluyen tasas por con- 
taminar –conocidas como effluent fees– en el 
país). No obstante, como documenta Stavins, 
determinadas tasas podrían estar en parte 
motivadas por un deseo de reducir la conta-
minación, como el caso de los recargos a la 
compra de envases no reciclables o los pa-
gos por aterrizaje y despegue de aeronaves. 
Además, algunas políticas basadas en el mer-
cado utilizadas para mejorar las externalidades 
medioambientales comparten características 
con los impuestos correctores, en particular 
las subvenciones y los sistemas de trading de 
permisos de emisiones.

(4) Las medidas cautelares y las sanciones 
penales son otros instrumentos importantes 
de control.

(5) El amplio alcance del uso de la res-
ponsabilidad queda de manifiesto obser-
vando, por ejemplo, las referencias a ella en 
el campo de la responsabilidad civil extra-
contractual (tort law), como Dobbs (2000), 
mientras que la utilización de los impuestos 
correctores, incluso en su acepción más am-
plia, es, en comparación, minúscula.
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(29) Otra explicación del uso limitado de 
los impuestos tiene que ver con la política: 
son impopulares, porque obligan a los obli-
gados tributarios a realizar pagos. Véase, por 
ejemplo, Revesz y Stavins (2007: 558-561), 
quienes analizan esta explicación de la falta 
de uso de los impuestos para el control de la 
contaminación y el atractivo de la regulación 
como alternativa. La responsabilidad basada 
en la negligencia parecería poseer un similar 
atractivo político a la regulación, pues tanto 
según la regla de la negligencia como según 
la regulación, quienes llevan a cabo activi-
dades dañosas no están obligados a realizar 
pagos si observan ciertos requerimientos esti-
pulados por el Estado. En cambio, la respon-
sabilidad objetiva debería ser políticamente 
impopular por la misma razón que lo son los 
impuestos.
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superará la responsabilidad esperada, supo-
niendo que el posible daño h causado pudiera 
exceder de los activos a. Sea h una variable 
que sigue una distribución continua entre 0 
y cierto valor máximo m, donde 0 < a < m. 
El impuesto t que paga la persona es min(0, 
E(h)). El pago de la responsabilidad efectuado 
por la persona es min(a, h), con lo que la res-
ponsabilidad esperada es E([) = £(min(0, h)) 
< E(h). Si E(h) < a, con lo que t = E(h) > E(t). 
Por  cont ras te ,  s i  E (h )  > a ,  entonces 
t = a > E(min(o, hj) = E(/). (Obsérvese que a 
> E(min(o, h)) se cumple ya que min (a, h) < a 
para h < a.). Por consiguiente, E(í) < t.

(23) Pese a esta conclusión, un evalua-
dor hizo la interesante observación de que 
cuando las partes suscriben un seguro de 
responsabilidad civil, pagan primas en fun-
ción de su cobertura esperada (de modo que 
las primas de los seguros de responsabilidad 
civil se asemejan a los impuestos en que refle-
jan el daño esperado). Dicho de otro modo, 
un régimen de responsabilidad no debería 
concebirse como una alternativa clara a un 
régimen impositivo porque lleva asociados 
pagos de primas semejantes a un impuesto. 
No obstante, debería señalarse que las res-
ponsabilidad genera otros incentivos además 
de los implícitos en las primas de seguros, 
puesto que la cobertura de los seguros de 
responsabilidad civil tiende a ser incompleta 
(las pólizas incluyen con frecuencia franqui-
cias y cláusulas de coaseguro y, por regla ge-
neral, no compensan por el tiempo perdido 
en dirimir las controversias), la cobertura que-
da a menudo reducida si se demuestra que la 
parte asegurada actuó con imprudencia, y 
la renovación de la cobertura por el asegu-
rador podría denegarse como consecuencia 
de un siniestro.

(24) Para más detalles sobre la definición 
y utilización de la regla de la negligencia, véa-
se, por ejemplo, Dobbs (2000: 257-273). La 
regla de la negligencia es la forma dominante 
de la responsabilidad en el Derecho civil ex-
tracontractual (tort), limitándose el empleo de 
la responsabilidad objetiva a una esfera bas-
tante reducida; véase Dobbs (2000: 941-968).

(25) Este problema con la regla de la ne-
gligencia fue inicialmente desarrollado en 
Shavell (1980).

(26) La ventaja en cuanto a costes admi-
nistrativos de la regla de la negligencia explica 
por qué podría resultar socialmente rentable 
utilizar dicha regla, pero no compensar so-
cialmente incorporar niveles de cuidado en el 
cálculo del impuesto.

(27) Con todo, estos problemas diluyen 
los incentivos en menor grado en un esque-
ma basado en la regla de la negligencia que 
en otro de responsabilidad objetiva (véase 
Shavell, 1987: 167-168).

(28) En Shavell (2011) demuestro que, 
partiendo de hipótesis bastante generales, el 
uso conjunto de impuesto y responsabilidad 
objetiva es deseable, y que, como he expli-
cado en el texto, el impuesto debería ser de 
inferior cuantía al daño esperado.

y(c)]. Por consiguiente, el valor óptimo de 
y y e (que asumo es positivo) viene deter-
minado por b’(x) = e y(e) y por y (e) = 1; 
estos valores óptimos son denotados por 
x* y e*. Nótese que e* minimiza e y(e). Los 
individuos elegirán x y e para maximizar b(x) 
t(x) xe, por lo que elegirán e = 0 < e*. Esto 
es, no tienen ningún motivo para aplicar  
cuidados costosos para reducir y ya que el 
impuesto depende exclusivamente de su nivel 
de actividad x. Debido a que el impuesto t(x) 
es igual a xE(y), se reduce a xy(0).  Por tan-
to, los individuos elegirán x para maximizar 
b(x) xy(0)), y x será determinado por b’{x) = 
y(0). Puede demostrarse que esto implica que 
x< x* (y que y(0) > e* y(e*)). En otras pa-
labras, la variable no gravada y será elegida 
de manera que el daño esperado por uni-
dad de actividad sea excesivo y el nivel de 
actividad será inferior al óptimo, aunque será 
el óptimo dado un valor subóptimo de y. 
Además, obsérvese que el impuesto adolece 
de imprecisión –equivale al daño esperado 
real que generan todos los individuos (idén-
ticos)–; la ineficiencia se debe al hecho de 
que no hay incentivo alguno para mejorar el 
nivel de la variable omitida y a través de un 
cuidado e. Como antes, existe un desarrollo 
más pormenorizado en Shavell (2011).

(18) La contaminación localizada podría 
no estar bien controlada por un impuesto. Lo 
que digo en el siguiente párrafo acerca de las 
actividades no contaminantes también sirve 
para la contaminación localizada en muchos 
aspectos.

(19) En realidad, frente a un juicio de res-
ponsabilidad objetiva cabe oponer la tesis de 
la «negligencia de la víctima», según la cual 
el causante no tendría que reparar el daño 
causado a una víctima que, por comportar-
se de forma negligente, quedó expuesta al 
peligro. Véase, por ejemplo, Dobbs (2000: 
962-963). Esta característica de la responsa-
bilidad objetiva puede inducir a las víctimas 
a adoptar las precauciones deseables; véase 
Brown (1973). No obstante, por simplificar, el 
comportamiento de las víctimas queda fuera 
del alcance de este artículo.

(20) A la hora de considerar los costes 
administrativos de aplicar la responsabilidad 
objetiva (y, unas líneas más abajo, la regla 
de la negligencia), debería tenerse en cuenta 
que la gran mayoría de los casos se sustan-
cian con acuerdos extrajudiciales, lo que 
reduce considerablemente los costes admi-
nistrativos.

(21) Aunque he analizado en este párrafo 
los factores mitigadores del efecto de la res-
ponsabilidad, también existen factores que 
podrían actuar como agravantes de la res-
ponsabilidad, como los sesgos de los jueces 
a fallar en contra del demandado cuando este 
es una empresa. Tales factores agravantes de 
la responsabilidad no son presumiblemen-
te intrínsecos al sistema de responsabilidad, 
pero, en la práctica, la realidad es que redu-
cen probablemente su valor social.

(22) Por aclarar, permítanme que demues-
tre que el impuesto que paga una persona 
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